EL SENADO

Carlos Gutiérrez Vicén

" Introduccién. La nueva composicién de la cdmara y de sus érganos

La crénica parlamentaria del afio 2000 estd marcada, como es 1égico, por las
elecciones que se celebraron el 12 de marzo y sefialaron el comienzo de la VII
Legislatura de las Cortes Generales. Las nuevas Cimaras se constituyeron el dia
29 de marzo y el acto solemne de apertura de la Legislatura, que ya se ha con-
vertido en una costumbre constitucional, tuvo lugar el 3 de mayo con la celebra-
cién de una sesién conjunta del Congreso de los Diputados y del Senado y la
presencia de S. M. el Rey.

Como es sobradamente conocido, el resultado de las elecciones permitié al
Partido Popular permanecer en el Gobierno de una forma més c6moda, al con-
tar ahora con mayoria absoluta no sélo en el Senado, sino también en el
Congreso. En la Cimara Alta, ademis, se reforzé la mayoria absoluta de la que
disfrutaba el Grupo Parlamentario Popular al conseguir 127 Senadores de los 208
de eleccién directa; es decir, 15 escafios més que en las elecciones de 1996, frente
a los 61 que obtuvo el Partido Socialista Obrero Espafiol que, no obstante, sigue
formando el primer grupo dela oposicién.

La nueva composicién de la Cimara se ha visto reflejada en la composicién de
todos sus érganos: la Presidencia, como también es sabido, recayé en D? Es-
peranza Aguirre Gil de Biedma; la Mesa cuenta ahora con cuatro miembros del
Grupo Popular, dos del Grupo Socialista y uno del Grupo Catalin; la Diputacién
Permanente y las propias Comisiones que, manteniendo el niimero de veinticin-
co miembros de la pasada Legislatura, excepto la Comisién General de las Comu-
nidades Auténomas que cuenta con el doble, han tenido que adaptar un nimero
proporcional al de Senadores que integran cada uno de los siete grupos parla-
mentarios existentes.!

1. Una vez finalizado el proceso de designacién de los Senadores autonémicos, en aquellos
casos en que era preciso, y €l «préstamo» de Senadores para la constitucién de todos los gru-
pos parlamentarios, éstos quedaron conformados definitivamente con el siguiente niimero de
Senadores: Grupo Popular, 150; Grupo Socialista, 69; Grupo Catalin en el Senado de Con-
vergéncia i Unié, 11; Grupo Entesa Catalana de Progres, 11; Grupo de Senadores
Nacionalistas Vascos, 8; Grupo de Coalicién Canaria, 6; y Grupo Mixto, 4.

La composicién de la Mesa del Senado es la siguiente: Presidenta, D* Esperanza Aguirre
Gil de Biedma; Vicepresidente Primero, D. Alfredo Prada Presa; Vicepresidente Segundo, D.
Francisco Javier Rojo Garcia; Secretaria Primera, D* Maria Eugenia Martin Mendizibal;
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El paso de cinco a siete grupos es otro de los rasgos que han caracterizado la
nueva relacién de fuerzas politicas. Por un lado, se ha constituido el Grupo Par-
lamentario de Coalicién Canaria, que desapareci6 en la VI Legislatura, al poder
contar de nuevo con el nimero minimo de miembros exigido por el articulo 27
del Reglamento. Por otro, la experiencia electoral del Partido Socialista en
Catalufia, que concurri6 a las elecciones en coalicién con Esquerra Republicana
de Catalufia e Iniciativa per Catalunya, ha tenido su reflejo en la divisién de su
antiguo grupo parlamentario, coexistiendo ahora con el Grupo Parlamentario
Entesa Catalana de Progrés.

Quizi es pronto para apreciar las ventajas e inconvenientes que pueda ofre-
cer la nueva situacién pues, dejando de lado si las previsiones electorales funcio-
naron o no, pricticamente apenas ha transcurrido un periodo de sesiones en el
que se ha ejercido esta especie de «oposicién bifronte». Sin embargo, ya pueden
adelantarse algunas conclltjlsiones. Por ejemplo, que existe una indudable ventaja
en el hecho de contar con una doble identidad, puesto que también se cuenta con
una doble legitimidad para designar miembros en los distintos érganos de la
Cimara, para intervenir en todos los debates, para presentar todo tipo de inicia-
tivas y también, porqué no, en cuanto a los medios materiales y personales que
se asignan a los distintos grupos parlamentarios.

En cambio, al desaparecer la disciplina @inica de grupo, surge el riesgo de que
se produzcan discrepancias y desacuerdos o, mejor cFicho, que las diferencias
internas se reflejen hacia el exterior. En este sentido, aunque se han producido
algunos casos de votaciones encontradas como ocurrid, sin ir més lejos, durante
la eleccién de los miembros de 1a Mesa de la Cdmara, lo cierto es que no han sido
especialmente significativos, y siempre se han justificado en razones puntuales
que los caracterizaban como supuestos aislados. Pero ademds, la sustitucién de
un grupo grande por dos pequefios o medianos también tiene sus inconvenien-
tes a la hora de enfrentarse al grupo mayoritario.

Al respecto hay que recordar que existia un empate en cuanto al nimero de
miembros (ambos cuentan con once) entre el Grupo Parlamentario Catalin en el
Senado de Convergencia i Unié y el Grupo de Entesa Catalana de Progres. Este
supuesto, que no esti previsto en el Reglamento, planteé un conflicto sobre el
orden protocolario que debia corresponder a dichos Grupos, con la principal
consecuencia del establecimiento del orden de sus intervenciones. Tras los corres-
pondientes informes de la Secretaria General, se resolvié aplicando el principio
prior tempore, potior iure que se impuso al criterio del nimero global de votos,
inaplicable, o de muy dificﬂ aplicacion, a los Senadores designados por la Comu-
nidad Auténoma, y favorecié la postura del Grupo de Convergéncia i Unié.

Este hecho, algo més que anecdético, es una muestra de la necesidad de revi-
sar la normativa sobre la constitucién y el funcionamiento de los grupos parla-
mentarios que estd demostrando tener distintas lagunas. Por citar algunos ejem-

los més, puede recordarse la controvertida decisién de la Mesa del Congreso de
os Diputados que impidi6 la constitucién de un grupo gallego por los Dipu-

Secretario Segundo, D. Damiin Caneda Morales; Secretarfa Tercera, D* Maria del Pilar N6voa
Carcacia; Secretario Cuarto, D. Jaume Cardona i Vila.
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tados del BNG, o la cuestién planteada por el Grupo Parlamentario Entesa
Catalana de Progrés en relacién con los criterios de ordenacién de los debates y
la representatividad de los grupos parlamentarios en las comisiones mixtas
Congreso-Senado.

En todo caso, y siendo evidente que no nos corresponde a nosotros valorar los
resultados de esta estrategia politica, puede apreciarse una suerte de especializa-
cién del Grupo de Entesa en los temas relativos a la politica territorial. Sin que el
Grupo Socialista haya dejado de tener su propia voz en estas cuestiones, si es cier-
to que el Grupo de Entesa Catalana de Progres ha asumido, o por lo menos com-
partido, el protagonismo de la mayor parte de las iniciativas en esta materia, que
ha sido el objeto principal de sus iniciativas. Para ello ha contado ademds, en
buena parte de los casos, con el apoyo de los nacionalistas y del Grupo Mixto.

En fin, por lo que se refiere a los grupos territoriales previstos en los articu-
los 32 y 33 del Reglamento, tan sélo se han constituido tres durante el afio 2000,
todos ellos dentro del Grupo Parlamentario Popular: el de Asturias, el de la
Comunidad Auténoma de Cantabria y el de la Comunidad Valenciana. No obs-
tante, puede recordarse el problema planteado por la solicitud de los Senadores
elegidos en Ceuta y Melilla de constituir un Grupo Territorial propio y comin
a ambas.

De acuerdo con el articulo 69.4 de la Constitucién, Ceuta y Melilla estin
representadas cada una de ellas por dos Senadores, de forma que, por separado,
no podrian nunca cumplir el requisito, exigido por el articulo 32.2 del Regla-
mento para constituir un Grupo Territorial, de contar con un minimo de tres
miembros. Pero es que, ademds, y con independencia de su eficacia real, este tipo
de 6rganos estd pensado para reforzar de algtin modo la representacién de Ets
Comunidades Auténomas, asi que la solicitud vuelve a plantear el tema de la
naturaleza de estas ciudades con Estatuto de Autonomia y de los problemas que
puede conllevar su equiparacién con aquéllas. Conscientes de estas dificultades,
los representantes de Ceuta y Melilla en el Senado han presentado una iniciativa
sugiriendo la aprobacién de una norma supletoria que complete la regulacién
reglamentaria en esta materia, facilitando una solucién a las mismas.

Por otra parte, la reorganizacién de los Departamentos que se produjo en el
nuevo Gabinete afecté también a la organizacion de la Cimara que adapt6 el ni-
mero, la denominacién y las competencias de sus Comisiones a la nueva distribu-
cién ministerial. En la reforma del Reglamento aprobada por el Pleno del Senado
el 9 de mayo se produjo una reordenacién de las Comisiones Legislativas, de
forma que la antigua Comisién de Interior y Funcién Piblica pasé a ser la Co-
misién de Interior y Régimen de las Administraciones Piblicas; se desdoblé la
Comisién de Economia y Hacienda; creindose la de Economia, Comercio y
Turismo y la de Hacienda; la anterior Comisién de Obras Publicas, Medio
Ambiente, Transportes y Comunicaciones repartié sus competencias entre las
nuevas Comisiones de Infraestructuras, de Ciencia y Tecnologia, y de Medio Am-
biente; y la de Agricultura, Ganaderfa y Pesca afiadié a las suyas la de Ali-
mentacién; mientras la de Trabajo y Seguridad Social se convirtié en la de Trabajo
y Asuntos Sociales; y la de Sanidad y Asuntos Sociales en la de Sanidad y
Consumo. La reforma se aprovechd, ademis, para convertir la Comisién de Estu-
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dios de las Redes Informiticas en una Comisién permanente no legislativa, la lla-
mada Comisién de la Sociedad de la informacién y del conocimiento, que es buen
ejemplo del interés que la Cimara Alta sigue demostrando por estas cuestiones.

Dentro de las nuevas Comisiones permanentes no legislativas hay que incluir
también a la Comisién de Nombramientos y la Comisién de Entidades Locales.
A ellas nos referiremos con mds detalle al tratar de las reformas reglamentarias
aprobadas este afio. Ahora simplemente apuntaremos que la Comisién General
de las Comunidades Auténomas, considerada como el principal 6rgano de tra-
bajo del Senado en todo lo referido a la politica territorial, celebré su sesién
constitutiva el 17 de mayo, siendo elegido Presidente D. Victor Manuel Vizquez
Portomefie, Senador por Pontevedra y ex-Consejero de la Junta de Galicia.

Finalmente, cabe hacer mencién de otro rasgo llamativo de este primer afio de
Legislatura en lo que se refiere a la organizacién, como es la proliferacién de las
Ponencias de estudio en el seno de las distintas Comisiones de la Cimara. Hasta
ocho de estas Ponencias se han constituido a lo largo del afio 2000 para estudiar
temas muy diversos que van desde el Plan Nacional de Investigacién Cientifica,
Desarrollo e Innovacién Tecnol6gica o la situacién de los espafioles internados en
prisiones de paises extranjeros, hasta la Cooperacién Descentralizada, o la pro-
blemitica de la empresa familiar, pasando por los derechos de los concursantes y
la audiencia en relacién con los concursos, juegos y apuestas y la Comunidad
Iberoamericana de naciones. Ademds, a consecuencia de una Mocién presentada
por el Grupo Entesa Catalana de Progrés y aprobada en noviembre, se acordé la
creacién de una Ponencia para el estudio y la valoracién de la legislacién espafio-
la en el campo de la biotécnica y la biotecnologia que al finalizar el afio todavia
no se habia constituido. Menci6n aparte requiere la Ponencia para el estudio de la
reforma del Senado que se constituyé y centrd su actividad en el segundo perio-
do de sesiones. De ella se trata al final del Informe.

En cuanto a la actividad politica desarrollada por el Senado en el afio 2000, se
ha visto ralentizada, como todos los afios de elecciones, para permitir el cambio
de Legislatura y la adaptacién de la Cdmara a las nuevas circunstancias. De este
modo, la comparacién del conjunto de iniciativas tramitadas con el volumen
de trabajo desarrollado en otros periodos, arroja siempre un resultado en el que
se reflejan no sélo los casi tres meses en que las Cdmaras estin disueltas, sino tam-
bién todo el tiempo que tardan en ponerse en marcha los mecanismos de funcio-
namiento del sistema parlamentario: la investidura del Presidente del Gobierno,
la designacién del Gabinete, etc.

No obstante, al no existir un relevo en el partido gobernante como ocurrié en
1996, esta situacién no se ha prolongado tanto. Asi, entendiendo que existia con-
tinuidad en la responsabilidad politica, el afio 2000 ha observado un buen ritmo
de trabajo si consideramos que se ha desplegado, realmente, entre los meses de
abril y diciembre a lo largo de veinticinco sesiones plenarias.

Por otra parte, como se deduce también de los cambios organizativos comen-
tados, la naturaleza del trabajo desarrollado en este periodo ha tenido en buena
medida un caricter preparatorio de la labor a desempefiar en la Legislatura, per-
mitiendo conocer, como punto de partida, las diversas posturas de los distintos
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agentes politicos. Este rasgo caracteristico se muestra de forma mufr clara en

algunos casos particulares como el de la Ponencia para el estudio de la reforma
del Senado.

La funcidn de control de la accién politica del gobierno

El reflejo de lo que acabamos de sefialar es especialmente patente en el caso
de la funcién de control, en la que siempre es preciso dejar que transcurra cierto
tiempo en el ejercicio de las tareas de gobierno para comenzar a desarrollar la
labor propia de la oposicién en este campo.

El tipo de iniciativas empleadas ha sido el mismo que en afios anteriores,
pudiendo afirmarse que la utilizacién de las mociones y las preguntas con res-
puesta oral en Comisién es ya una practica consolidada que procede de la Legis-
latura anterior. Ademds, se han mantenido las iniciativas en sede plenaria, con-
firmandose la prictica de trasladar al miércoles por la mafiana la tramitacién de
preguntas e interpelaciones que requiere la presencia de miembros del Gobierno,
que se comenzé a realizar a finales de la VI Legislatura a peticién de éste.
Formalmente, ello ha obligado a dividir las sesiones que se celebraban antes,
reservando los martes por la tarde para las mociones, y convocando dos sesiones
diferentes en la misma semana. Asi se ha podido respetar el mandato del articu-
lo 165 del Reglamento, segiin el cual, «en cada sesién plenaria los primeros sesen-
ta minutos como méiximo serin dedicados al desarrollo de preguntas, a no ser
que el orden del dia esté enteramente reservado a otros temas».

En todo caso, y como siempre, la figura preferida fue la de las preguntas con
respuesta escrita, de las que se han formulado un total de 3.514. Ello no es de
extrafiar, pues se trata de la iniciativa que presenta més facilidades de todas las
que el Reglamento pone al alcance de los Senadores considerados individual-
mente.

Sin 4nimo exhaustivo podemos ofrecer algunos otros datos que ilustren estas
afirmaciones: el Gobierno contest6 a 166 preguntas y 28 interpelaciones formu-
ladas en el Pleno y a 18 preguntas realizadas en Comisién; también se presenta-
ron 103 mociones para su tramitacién en el Pleno, de las que 21 eran consecuen-
cia de una interpelacién anterior y 63 mociones en Comisién.

Centrindonos en el control relativo a la politica territorial, también éste se ha
repartido entre el Pleno y la Comisién General de las Comunidades Auténomas.
Por lo que se refiere al primero, desde el inicio de la Legislatura ha sido cons-
tante la presentacién de preguntas, interpelaciones y mociones relativas a las fun-
ciones del Senado como Cédmara de representacién territorial. Ya en la primera
sestén plenaria de caricter ordinario se debatieron dos mociones del Grupo
Parlamentario Popular y del Grupo Cataldn en el Senado de Convergencia i
Unié que pedian la creacién de sendas ponencias para reformar el Debate sobre
el Estado de las Autonomias y aquellos aspectos del Reglamento del Senado que
mejoren su eficacia en el ejercicio de sus funciones que, como Cémara de repre-
sentacién territorial, le otorga la Constitucién, y para impulsar una reforma del
Reglamento que haga posible la utilizacién, en todas las sesiones del mismo, de
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cualquiera de las lenguas que tengan el caricter de oficial en alguna Comunidad
Auténoma, respectivamente. Ambas fueron aprobadas con modificaciones y cul-
minaron en la creacidn, en el seno de la Comisién General de las Comunidades
Auténomas, y no en la de Reglamento como se preveia inicialmente, de la
Ponencia para el estudio de la reforma del Senado.

En esta misma linea se tramitaron, en la sesién del 17 de mayo, sendas inter-
pelaciones presentadas por el Grupo Parlamentario Socialista y el Grupo Parla-
mentario Entesa Catalana de Progrés sobre la politica autonémica del Gobierno
y la falta de compromisos para desarrollarla parlamentariamente, y sobre la poli-
tica que se propone desarrollar el Gobierno al servicio del pluralismo territorial,
respectivamente. En ambos casos la cuestién de fondo era la misma: la falta de
acuerdo entre la oposicién y el Gobierno sobre el funcionamiento del Estado
autondmico, sobre todo por lo que se refiere a las relaciones entre aquél y las
Comunidades Auténomas. En particular, el reproche por lo que aquélla consi-
dera un desaprovechamiento de las posibilidades que tiene el Senado para cana-
lizar esas relaciones al no permitir durante la pasada Legislatura la celebracién
del Debate sobre la situacién del Estado de las Autonomias, la discusién multi-
lateral sobre cuestiones de interés general como el sistema de financiacién auto-
némica, la creacién de un organismo competente para centralizar la informacién
de caricter econédmico-territorial, etc.

El temprano debate, junto con el de las mociones anteriores, tuvo la virtud de
poner en claro desde el principio las distintas posiciones al respecto. Junto a la
anterior que, bisicamente, resumiria la posicién del Grupo Socialista, habria que
afiadir la de los Grupos nacionalistas que, también en buena medida con el
Grupo de la Entesa Catalana de Progrés, han insistido en la necesidad de reflejar
los hechos diferenciales en la futura reforma del Senado y de avanzar en cuestio-
nes concretas como el uso de las lenguas distintas del castellano que tengan'el
caricter de cooficiales en algunas Comunidades Auténomas. Para ello, como
afirmaron los representantes de los partidos firmantes de la Declaracién de Bar-
celona en el acto celebrado el dia 31 de mayo, se considera como objetivo prin-
cipal la reforma de la Constitucién.

Por su parte, la postura del Gobierno, representado en esta ocasién por el
Ministro de Administraciones Piiblicas, Sr. Posada Moreno, fue también bastan-
te clara. Partiendo de su negativa a la reforma constitucional en este momento,
asegurd la existencia de didlogo con las Comunidades Auténomas y defendié el
funcionamiento del modelo frente a una visidn totalmente negativa del mismo.
No obstante, ofrecié al mismo tiempo una actitud abierta ante las reformas que
el Senado decida introducir en aspectos que, como el Debate sobre el Estado de
las Autonomias, sean susceptibles de mejora.

Otras iniciativas de control tuvieron distinta suerte en el Pleno. Algunas,
como las dos mociones consecuencia de interpelacién presentadas por el Grupo
de Entesa Catalana de Progrés, solicitando la creacién en el seno de la Comisién
General de las Comunidades Auténomas de sendas ponencias de estudio y segui-
miento del nuevo sistema de financiacién autonémica, y para analizar la conve-
niencia de crear una oficina técnica de datos econémico-territoriales, no tuvieron
éxito, siendo rechazadas. En cambio, se aprobaron otras como la presentada por
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el Grupo Parlamentario de Senadores de Coalicién Canaria instando al Gobierno
para que comunique al Senado, a través de la Comisién General de las Comu-
nidades Auténomas, el procedimiento por el que se haya optado para que las
Comunidades Auténomas informen o sean informadas, segiin lo que establezcan
sus respectivos Estatutos, de las materias de su especifico interés durante la ela-
boracién y negociacién por Espafia de tratados y convenios internacionales, o la
del Grupo Socialista por la que se instaba al Gobierno a presentar ante la Co-
misién General de las Comunidades Auténomas la liquidacién del ejercicio de
1998 del sistema de financiacién autonémica y a presentar ante la Cimara una
comunicacién que detalle sus propuestas sobre el nuevo sistema de financiacién
de las Comunidades Auténomas y sobre el sistema de financiacién de las Cor-
poraciones Locales, que permita la apertura de un proceso de discusién; ambas,
con la incorporacién de sendas enmiendas del Grupo Popular.

En lo que hace al control desarrollado en las Comisiones de la Cimara, es pre-
ciso citar, ademis de la comparecencia del Ministro de Administraciones Piblicas
ante la Comisién de Interior y Régimen de Administraciones Pablicas para infor-
mar sobre las lineas generales de su Departamento, celebrada en el mes de mayo,
las actividades de la Comisién General de las Comunidades Auténomas.

Teniendo en cuenta las circunstancias del periodo que examinamos, dichas
actividades se concretan en dos de las cinco sesiones celebradas por la Comisién
General. La primera de ellas tuvo lugar el 19 de octubre con la comparecencia del
Secretario de Estado de Organizacién Territorial, D. Gabriel Elorriaga Pisarik
para informar y debatir sobre el alcance de los Reales Decretos-Ley 3/2000,
4/2000, 5/2000, 6/2000 y 7/2000, todos ellos de 23 de junio, sobre medidas
urgentes en distintos émbitos de la actividad social y econdémica.

La comparecencia se habia solicitado por los Consejos de Gobierno de las
Illes Balears, la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, la Junta de Extre-
madura, la Junta de Andalucia y el Principado de Asturias, y atrajo la presencia
de los representantes de otras cuatro Comunidades Auténomas (Cantabria,
Murcia, Aragén y Madrid), no en vano se discutia el contenido de los llamados
«Decretos liberalizadores» de extraordinaria importancia para ellas.

El debate se centrd, fundamentalmente, en aquellos aspectos que habian ser-
vido de base para interponer los recursos de inconstitucionalidad presentados
contra algunos de estos Decretos-Ley. En concreto, respecto el Decreto-Ley
4/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de liberalizacién en el sector inmo-
biliario y de transportes, se discutieron las modificaciones que su articulo 1°
introduce en los articulos 9, 15 y 16 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre el
Régimen y Valoracién del Suelo; en relacién con el Real Decreto-Ley 6/2000, de
23 de junio, de medidas urgentes de intensificacién de la competencia en los mer-
cados de bienes y servicios, la reforma del régimen de horarios comerciales que
se contiene en el articulo 43 al modificar la Ley Organica 2/1996, complementa-
ria de ordenacién del comercio minorista, estableciendo normas que amplian los
horarios, los dfas de apertura y la extensién a determinados tipos de estableci-
mientos de la libertad horaria; y sobre el Real Decreto-Ley 7/2000, de 23 de
junio, de medidas urgentes en el sector de las telecomunicaciones, la regulacién,
contenida en sus articulos 7 y 8, en materia de la inspeccién técnica de vehiculos.
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Aunque no hubo una coincidencia absoluta de argumentaciones, las criticas
expuestas por los representantes de las Comunidades Auténomas recurrentes
pueden resumirse, en lineas muy generales, en dos: la acusacién al Gobierno de
invadir las competencias autonémicas en los distintos dmbitos en los que se
extendfa esta normativa y la falta del presupuesto de hecho habilitante para la
utilizacién de la figura del Decreto-Ley de acuerdo con lo previsto en el articu-
lo 86 de la Constitucién. Todas ellas coincidieron también en criticar la falta de
un didlogo previo con las Comunidades Auténomas. A las criticas se sumaron
los representantes del Grupo Parlamentario de Entesa Catalana de Progrés y del
Grupo Socialista, pues no hay que olvidar que existe otro recurso de inconstitu-
cionalidad presentado contra el Real Decreto Ley 4/2000 por cincuenta
Diputados del Grupo Parlamentario Socialista del Congreso, y uno mis presen-
tacfo contra el Real Decreto-Ley 6/2000 por el Consejo de Gobierno de la Gene-
ralitat de Catalufia, aunque esta Comunidad no se habia sumado expresamente a
la peticién de convocatoria de la Comisién.

El Gobierno sostuvo la conveniencia y oportunidad de las distintas medidas
desde un punto de vista econémico, social y politico. Por otro lado, negé que
hubiese invasién competencial y, en defensa de la utilizacién de la figura del
Decreto-Ley, recordé las interpretaciones flexibles que el Tribunal Constitu-
cional ha utilizado para enjuiciar el uso del concepto de «extraordinaria y urgen-
te necesidad», debiendo acudir, en todo caso, al principio de proporcionalidad
para valorarlo, asi como que la urgencia en la adopcidn de las medidas es, en
muchas ocasiones, independiente de la inmediatez de su aplicacién. Asimismo,
recordé el hecho de que al menos dos de estos Decretos se habian tramitado como
leyes, lo que permitia su modificacién durante la tramitacién parlamentaria.

En definitiva, y aunque la controversia juridica de fondo habri de ser resuel-
ta por el Tribunal Constitucional, el debate puso de relieve, una vez mds, las
posibilidades que encierra un foro multilateral como la Comisién General de las
Comunidades Auténomas para permitir un intercambio directo y fluido de opi-
niones y valoraciones politicas entre el Gobierno y los ejecutivos autonémicos.

Aparte de la sesién anterior hubo otra solicitud de convocatoria de la
Comisién General presentada por cuatro Comunidades Auténomas (Baleares,
Asturias, Andalucia y Extremadura) para que, con distintos matices, compare-
ciese el Gobierno para informar sobre el contenido del Proyecto de Ley de
Presupuestos Generales del Estado para el afio 2001, en relacién con los proyec-
tos de inversién publica de interés para cada una de ellas.

En este caso, sin embargo, la Mesa y los Portavoces de la Comisién estima-
ron que no era posible atender la peticién por no ajustarse a lo establecido en el
Reglamento, pudiendo entrar en colisién con las competencias atribuidas a la
Comisién de Presupuestos de la Cdmara. En suma, se entendié que la celebra-
cién de una sesién con este contenido podria implicar una repeticién del debate
de Presupuestos y se ofrecié a las Comunidades Auténomas la posibilidad de
acudir a las vias recogidas en el articulo 56 que prevén las facultades informati-
vas de la Comisién General de las Comunidades Auténomas sobre la dotacién,
distribucién y regulacién del Fondo de Compensacién Interterritorial, asi como
la valoracién de su impacto conjunto en la correccién de los desequilibrios inter-
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territorialés, y sobre las secciones del proyecto de ley de Presupuestos Generales
del Estado que afecten al sistema de financiacién de las Comunidades Auté-
nomas. En este dltimo caso los informes deben remitirse a la Comisién de
Presupuestos durante la tramitacién del proyecto, en el plazo que media entre su
publicacién y la finalizacién del plazo de enmiendas.

En la sesién del dia 7 de noviembre se debatieron tres mociones presentadas
por los Grupos Socialista y Entesa Catalana de Progrés. En primer lugar, se
debati6 la del Grupo Socialista por la que se instaba al Gobierno a impulsar, en
el seno de la Comisién Mixta de Transferencias, las negociaciones entre la Dipu-
tacién Foral de Navarra y el Estado para la cesion gratuita de la nuda propiedad
de todo el territorio de las Bardenas Reales a la Comunidad Foral de Navarra,
con anterioridad a la realizacién de cualquier actuacién relacionada con el poli-
gono de tiro. En un debate algo agitado por cuestiones formales, y sin interven-
Ciéﬁ de gingﬁn representante de 1la Comunidad Foral de Navarra, la iniciativa fue
rechazada.

En segundo lugar se debatié un tema de caricter mds general que ya habia
sido objeto de discusién en el Congreso de los Diputados. Se trata de la mocién
del Grupo Parlamentario Entesa Catalana de Progrés instando al Gobierno a
proceder a la modificacién de la Orden Ministerial de 15 de septiembre de 2000,
relativa a la regulacién de las matriculas de automéviles para que incluyan un dis-
tintivo que reconozca y refleje el caricter autonémico del Estado. La iniciativa
recibié el apoyo expreso del Consejero de Presidencia de la Comunidad
Auténoma de las Illes Balears (Sr. Garcias Coll) ademis del de los Portavoces de
los Grupos Mixto, Canario, Nacionalista Vasco, Catalin de Convergéncia i Unid
y Socialista. Sin embargo, no fue admitida por el Grupo mayoritario que hizo
valer distintos argumentos como el apoyo social al modelo actual, la necesidad de
evitar la confusién, razones econémicas que afectan al mercado de vehiculos
de segunda mano y consecuencias juridicas derivadas de la aplicacién del Regla-
mento 2411/1998 del Consejo de la Unién Europea.

Por dultimo, la mocién que suscité mayor interés en las Comunidades
Auténomas presentes, y también un debate mis vivo, fue la del Grupo Socialista
instando al Gobierno a'formular una declaracién ante la Comisién General de las
Comunidades Auténomas sobre el alcance de las facultades correspondientes a
materia de titularidad estatal atribuidas a las Comunidades Auténomas por la
Ley Organica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de
los Menores; a recabar de las Comunidades Auténomas la informacién relativa a
dicho alcance y a designar una Ponencia, en el seno de la citada Comisién, que
elabore un informe sobre el contenido autonémico de la Ley Organica 5/2000.

La iniciativa recogia la preocupacién de los representantes de las Comunidades
Auténomas de Andalucia, Asturias, Extremadura y Baleares, por la entrada en
vigor de la « Ley Penal del Menor», entonces muy préxima, y por las consecuen-
cias que iba a tener para las Comunidades Auténomas. El Grupo Popular mani-
fest6 la conviccién de que la Ley 5/2000 no realiza un traspaso de funciones y ser-
vicios propios de la Administracién General del Estado a las Administraciones
autonémicas, sino que la competencia para la ejecucidn de las medidas previstas en
esta norma corresponde exclusivamente a las Comunidades Auténomas que deben
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ocuparse tanto de los medios a utilizar como de su financiacién, afirméndose ade-
mis, en cuanto a las competencias del Estado, que el Gobierno ya habia realizado
las tareas preparatorias para la entrada en vigor de la Ley.

Esta diversidad de criterios llevé, en fin, a rechazar la mocién. No obstante,
en el debate quedé planteada la necesidad de reflexionar sobre el hecho de que la
promulgacién de algunas leyes estatales implica un aumento del gasto de las
Comunidades Auténomas sin su participacién, aunque ello no es un supuesto
desconocido pues se citaron algunos precedentes como los de la LOGSE o la
Ley Orgéanica 1/1996, de 15 de enero, de proteccién juridica del menor, de modi-
ficacién parcial del Cédigo Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Los convenios de colaboracién y la informacién relacionada con las Comu-
nidades Auténomas

Si en sucesivas ediciones de este Informe ha ido quedando constancia del
escaso uso de los convenios interautonémicos, el afio 2000, con las caracteristi-
cas que hemos examinado, no podia ser una excepcién. Tan sélo se ha celebrado
un Convenio en este periodo, concretamente el Convenio entre la Comunidad
Auténoma de Madrid y la de Castilla-La Mancha para la implantacién de nue-
vos titulos de abono transportes por el Consorcio Regional de Transportes
Piblicos Regulares de Madrid.

Se trata de un texto con un sencillo objetivo, que fue calificado como conve-
nio de colaboracién para la gestién y prestacién de servicios propios de las
Comunidades Auténomas firmantes y que, por tanto, no requeria autorizacién
de las Cortes Generales. No obstante, hubo de tramitarse de conformidad con lo
establecido en el articulo 137 del Reglamento del Senado. Asi, la Comisién
General con la presencia de los representantes de las dos Comunidades firman-
tes, emitié su Dictamen en la sesién celebrada el dia 19 de diciembre, tomando
conocimiento de la celebracién del Convenio sin oponer reparo alguno a la
misma, y entendiendo que no requiere autorizacién de las Cortes Generales.
Este dictamen fue posteriormente asumido por el Pleno de la Cimara.

Junto a esta labor, la Comisién General de las Comunidades Auténomas ha
seguido desempefiando el papel centralizador de la informacién remitida por el
Estado en relacién con las Comunidades Auténomas que ya se habfa ido perfi-
lando en los tltimos afios en aplicacién de las previsiones del articulo 56 del
Reglamento. En primer lugar, conectando con la materia anterior, nos referire-
mos a los convenios verticales. De acuerdo con el articulo 8 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Pablicas y del
Procedimiento Administrativo Comiin y el apartado €) del articulo 56 del
Reglamento de la Cdmara se han remitido a la Comisién tres convenios suscri-
tos entre la Comisién Nacional del Mercado de las Telecomunicaciones y la
Comunidad de Madrid, la Comunidad de La Rioja y la Comunidad Foral de
Navarra, con el fin de poner en marcha y mantener un procedimiento de infor-
macién mutua de los datos objeto de inscripcidn en los registros de empresas
radiodifusoras de cuya gestién son responsables.
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Tratindose de una informacién que ha comenzado a enviarse a la Comisién tan
sélo a finales de 1999 es un dato positivo que se haya mantenido, aunque no cubra,
ni de lejos, una parte representativa de todos los convenios que se han celebrado
entre el Estado y las Comunidades Auténomas. Bien es verdad que tampoco se ha
reclamado nunca su comunicacién y que ésta también se podria haber hecho por
las Comunidades Auténomas afectadas, pues si el apartado €) del articulo 56 del
Reglamento del Senado recoge entre las funciones de la Comisién General de las
Comunidades Auténomas la de «ser informada por el Gobierno de los acuerdos
. que se celebren entre él y las Comunidades Auténomas», el articulo 8 de la Ley

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones
Pdblicas y del Procedimiento Administrativo Comiin, simplemente dice que:
«Tanto los convenios de Conferencia Sectorial como los convenios de colabora-
cién serdn comunicados al Senado», sin especificar quién debe hacerlo.

Esta cuestién se estudia con detalle en otro apartado del Informe, al igual que
sucede con los conflictos jurisdiccionales planteados entre el Estado y las
Comunidades Auténomas o éstas entre si, materia sobre la que también se ha ido
asentando el envio de informacién a la Comisién General. En este caso sélo
corresponde al Gobierno remitir la informacién sobre «los procedimientos for-
malizados ante el Tribunal Constitucional contra normas o actos de las Comu-
nidades Auténomas» y, en general, «sobre la conflictividad entre el Estado y las
Comunidades Auténomas», segin dispone el articulo 56 f) del Reglamento. En
su aplicacidn se ha remitido la documentacién relativa al planteamiento de cua-
tro conflictos de competencia que afectan a las Comunidades Auténomas de
Baleares, Castilla-La Mancha y Catalufia en dos ocasiones; la comunicacién dela
formalizacién del desestimiento en tres recursos de inconstitucionalidad que
estaban planteados contra determinados articulos de la Ley 12/1992, de 10 de
diciembre, de Caza de Aragén, la Ley 10/1992, de 4 de noviembre, de fianzas
de arrendamientos y otros contratos, de la misma Comunidad Auténoma, y la
Ley 11/1997, de 26 de diciembre, de las Cortes de Castilla y Ledn, de Medidas
Econémicas, Fiscales y Administrativas; y la documentacién relativa a la inter-
posicién de cuatro nuevos recursos de inconstitucionalidad dirigidos a impugnar
determinados preceptos de tres leyes de la Comunidad Auténoma de Andalucia
y una de Baleares, en todos los casos con invocacién del articulo 161.2 de la
Constitucién, de acuerdo con lo establecido en el articulo 30 de la Ley Orgénica
del Tribunal Constitucional.

En lo que se refiere a la informacién de caricter financiero, por parte de las
Comunidades Auténomas han continuado remitiéndose los expedientes de sus-
titucién de proyectos de obras en aplicacién de la Ley 29/1990, de 26 de diciem-
bre, del Fondo de Compensacién Interterritorial, modificada en este punto por
la Ley 31/1992, de 24 de noviembre y del articulo 56 fi) del Reglamento del
Senado que atribuye a la Comisién General la facultad de ejercer el control y
seguimiento de los proyectos de inversién incluidos en el Fondo de Com-
pensacién Interterritorial. Se han recibido mds de cincuenta de estos expedien-
tes, destacando una vez mis Galicia por el ntimero de los enviados y haciéndose
la sustitucién, en la mayor parte de los casos, de forma unilateral por la Con-
sejeria competente, al haber sido aprobadas por los 6rganos de Gobierno de cada
Comunidad Auténoma, tratindose de competencias transferidas y teniendo
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caricter cuantitativo. También, de acuerdo con lo establecido en el articulo 2.2 de
la Ley 32/1997, de 4 de agosto, de modificacién del régimen de cesién-de tributos
del Estado a ]la Comunidad Auténoma de Galicia y de fijacion del alcance y con-
diciones de dicha cesién, esta Comunidad Auténoma remitié a la Comisién el
Proyecto de Ley de medidas fiscales y de régimen presupuestario y administrati-
vo que iba a acompaiiar a su Proyecto de Ley de Presupuestos. '

Por parte del Estado, el Tribunal de Cuentas envié a la Comisién General
sendos informes sobre el Fondo de Compensacidn Interterritorial, aprobados
por el Pleno de este érgano referidos al ejercicio de 1996 y a las Comunidades
Auténomas de Cantabria, Asturias, Extremadura, Castilla y Le6n y Murcia; asi
como cinco informes sobre dicho Fondo correspondientes a las Comunidades
Auténomas de Andalucia, Canarias, Castilla-La Mancha, Galicia y la Comuni-
dad Valenciana, aprobados por sus propios érganos de control externo.

Respecto a la informacién relativa a los foros internacionales en donde existe
alguna participacién territorial, puede recordarse la comunicacién del nombra-
miento efectuado por el Ministro de Administraciones Ptiblicas de los miembros
de la delegacién espafiola en las Cimaras Regional y Local del Congreso de
Poderes Locales y Regionales del Consejo de Europa para el periodo 2000-2001
0, desde otra perspectiva, la Declaracién elaborada en la Conferencia «Nuevas
formas de Gobierno en Europa: hacia mis democracia y proximidad», aprobada
por unanimidad por la Mesa del Comité de las Regiones, el 10 de noviembre de
2000 en Lille, Francia.

En fin, todo este conjunto de actividades e instrumentos informativos en
aumento, al que hay que sumar el conocimiento de todas las mociones e iniciati-
vas legislativas que se tramitan en el Senado para examinar su posible contenido
autonémico, hace pensar en una consolidacién de la Comisién General de las
Comunidades Auténomas como el érgano centralizador y canalizador de la
informacién de caricter territorial que debe llegar al Senado. Es dificil que,
teniendo como tiene, ademds de esta misién, el importante y numeroso conjun-
to de funciones recogidas en el articulo 56 del Reglamento, pueda encontrar la
férmula para procesar y sacar partido a toda la informacién recibida. No obs-
tante, es indudable que la experiencia acumulada puede servir de patrén, en
cuanto al contenido de la informacién, el establecimiento de las relaciones infor-
mativas con las fuentes, etc, para la construccién del futuro «observatorio auto-
ndémico», si es que este proyecto llega finalmente a prosperar.

La actividad legislativa

Al igual que ha sucedido con la actividad de control, el afio 2000 no ha sido
un periodo de gran actividad legislativa, aunque tampoco ha sido tan escasa
como en otros afios de disolucién de las Camaras. Ello se debe a que el cambio
de Legislatura no ha implicado un cambio en el Partido gobernante, asi que, tam-
bién en este caso, las lineas generales de la politica legislativa estaban ya trazadas
y en algunos casos las iniciativas habian alcanzado un alto grado de madurez en
la Legislatura anterior. Sin ir més lejos, y por citar un ejemplo de especial rele-
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vancia, se tramit$ el Proyecto de Ley Orgénica de reforma de la Ley Organica
4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en Espafia
y su integracién social que no pudo finalizar su tramitacién a satisfaccién com-
pleta del Gobierno en la pasada Legislatura, al rechazarse por el Congreso de los
Diputados las enmiendas introducidas en el Senado.

Dejando de lado las leyes tramitadas en la VI Legislatura que fueron promul-
gadas y publicadas en el afio 2000, se han tramitado en este periodo y dentro de
la nueva Legislatura un total de 13 de proyectos y una proposicién de ley remi-
tida por el Congreso de los Diputados, que han dado un total de 4 leyes orgini-
cas y 10 leyes ordinarias.

Algunas de estas normas tienen una importancia objetiva indudable. Pense-
mos, por ejemplo, en la Ley Organica 6/2000, de 4 de octubre, por la que se
autoriza la ratificacién por Espafia del Estatuto de la Corte Penal Internacional
o enla Ley Organica 9/2000, de 22 de diciembre, sobre medidas urgentes para la
agilizacién de la Administracién de Justicia y la Ley 12/2000, de 28 de diciem-
bre, de modificacién de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula
el Estatuto Organico del Ministerio Fiscal, que han introducido las primeras re-
formas en el 4mbito de la Administracién de Justicia; por no hablar de otras que
han tenido una gran repercusién en los medios de comunicacién y en la opinién
publica, como la modificacién de la «Ley de extranjeria» ala que nos referiamos,
o la Ley Orgénica 7/2000, de 22 de diciembre, de moditicacién de la Ley
Organica 10/1995, de 23 de noviembre, del Cédigo Penal y de la Ley Organica
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores,
en relacién con los delitos de terrorismo.

Sin embargo, no puede decirse que ninguna de ellas tenga una incidencia
directa en el ordenamiento juridico de las Comunidades Auténomas ni en el
ambito de sus relaciones con el Estado. En este sentido, la iniciativa legislativa
mds interesante, por su contenido, es el Proyecto de Ley Orgdnica por la que se
modifica la Ley Organica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegracién y Amejo-
ramiento del Régimen Foral de Navarra que fue presentado ante el Congreso de
los Diputados en el mes de diciembre.

Se trata, como probablemente es conocido, de establecer un nuevo procedi-
miento de eleccién del Presidente de Gobierno o Diputacién Foral, acortando los
plazos para ello y eliminando el automatismo en favor del candidato que tenga
mayor nimero de escafios en el supuesto de que ninguno de los candidatos pro-
puestos hubiera obtenido mayorfa simple en las sucesivas votaciones celebradas
durante el plazo de dos meses contados a partir de la primera votacién. Asimismo,
se incluye entre las facultades del Presidente la de disolver el Parlamento y convo-
car nuevas elecciones. En definitiva, con ello se asimila la LORAFNA a los res-
tantes Estatutos de Autonomia que introdujeron esta posibilidad en las dltimas
reformas aprobadas entre los afios 1996 y 1999. Habida cuenta del consenso exis-
tente sobre esta materia, asi como de la naturaleza y simplicidad de formulacién de
esta iniciativa, es muy posible que su tramitacién no plantee grandes problemas.

Junto a las leyes mencionadas hay que referirse al numeroso grupo de trata-
dos internacionales cuya ratificacién fue autorizada por las Cortes Generales
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durante este afio que, en total, sumaron 50. Entre ellos, se encuentra la Carta
Europea de las lenguas regionales o minoritarias, hecha en Estrasburgo el 5 de
noviembre de 1992, a la que tuvimos ocasién de referirnos en el Informe del afio
1999. La tramitacién que tuvo esta Convencidn fue, seguramente, facilitada por
la modificacién de los términos de la Declaracién que formula el Reino de
Espaiia que se produjo en la fase de Comisién en el Congreso de los Diputados.
En el texto finalmente aprobado se expresa que, a los efectos previstos en los
articulos 2.2 y 3.1 de la Carta (relativos a las lenguas a las que se aplicarin las
medidas de la Parte III, destinadas a fomentar el empleo de las lenguas regiona-
les o minoritarias en la vida piblica), «se entienden por lenguas regionales o
minoritarias, las lenguas reconocidas como oficiales en los Estatutos de Auto-
nomia de las Comunidades Auténomas del Pafs Vasco, Cataluiia, Illes Balears,
Galicia, de la Comunidad Valenciana y de la Comunidad Foral de Navarra», sin
hacer mencidn expresa de las lenguas a las que se refiere. Esta remisién se com-
pleta afiadiendo que: «Asimismo, Espafia declara, a los mismos efectos, que tam-
bién se entienden por lenguas regionales o minoritarias las que los Estatutos de
Autonomia de Aragdn, Asturias y Catalufia protegen y amparan en los territo-
rios donde tradicionalmente se hablan».

Finalmente, hemos de referirnos a las tres reformas reglamentarias habidas
durante el afio 2000. En primer lugar, la reforma de 10 de mayo por la que se
modifica el articulo 49.2 y 3 con la que se produjo la reordenacién de las Comi-
siones de la Cidmara como consecuencia de la reorganizacién ministerial, como
hemos dicho en la Introduccién, con un cierto cardcter preparatorio de los tra-
bajos de la Legislatura.

En segundo lugay, la reforma del Reglamento del Senado por la que se modi-
fica el articulo 49.2 y el Titulo IX, aprobada el 14 de junio, con objeto de crear
la llamada Comisién de Nombramientos. Con ella se sigue el sistema adoptado
por el Congreso de los Diputados, credndose un 6rgano especialmente encarga-
do de examinar la idoneidad de los candidatos a ocupar cargos publicos en 6rga-
nos constitucionales y otros érganos estatales, cuando corresponda al Senado
realizar la propuesta de su nombramiento, designacién o eleccién. También se
establece el procedimiento para verificar el cumplimiento por los candidatos de
los requisitos exigidos legal o constitucionalmente para acceder al cargo de que
se trate, mediante su examen por la Comisién que, presidida por el Presidente del
Senado, estard integrada por los Portavoces de los Grupos Parlamentarios. Y, por
tltimo, se regula la deliberacién en el Pleno de la Cdmara, previa a la votacién de
las candidaturas correspondientes.

Pero la que més nos interesa de todas es, sin duda, la reforma del Reglamento
del Senado por la que se modifica el articulo 49, aprobada el 11 de octubre de
2000, por la que se crea la Comisién de las Entidades Locales.

Se configura como una Comisién permanente no legislativa con la que se pre-
tende que las Entidades Locales encuentren un mejor cauce de participacién en
los trabajos, estudios y debates sobre los asuntos que mis directamente les afec-
tan y que vayan a ser tratados en la Cdmara Alta. De hecho, segiin se reconoce
en la Exposicién de Motivos, el origen de esta iniciativa puede remontarse a la com-
parecencia de D* Rita Barberd Nolla, Presidenta de la Federacién Espafiola de
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Municipios y Provincias y D. Pascual Maragall Mira, Presidente del Comité de las
Regiones de la Unién Europea, ante la Comisién General de las Comunidades
Auténomas el 5 de mayo de 1997, para informar sobre la situacién, necesidades y
perspectivas de las Corporaciones Locales en el marco del Estado de las Auto-
nomias y en el proceso de construccién de la Unién Europea. En esta ocasién se
puso de manifiesto que el 4mbito de competencias locales se ve definido por el
legislador estatal y autonémico, lo que hace especialmente deseable la existencia
de mecanismos e instrumentos para que puedan ser oidas las opiniones y deman-
das de los entes locales en algiin momento anterior a la aprobacién de las normas.

Asimismo, se quiere potenciar con este nuevo 6rgano la funcié